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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA
    Al contestar refiérase 

    al  oficio  Nº   17091
13 de diciembre, 2005
DAGJ-3750-2005
Licenciado

Hernán Francisco González Alfaro 

Presidente 

JUNTA ADMINISTRATIVA COLEGIO EXPERIMENTAL BILINGÜE DE SARCHÍ        

Estimado señor:

Asunto: Se deniega autorización para comprar en forma directa un terreno ubicado en el Distrito Rodríguez, Cantón Valverde Vega, Provincia de Alajuela. 
Damos respuesta a su oficio de fecha 21 de noviembre del año en curso, mediante el cual  solicita  a esta Contraloría General autorización para comprar en forma directa un terreno ubicado en el Distrito Rodríguez, Cantón Valverde Vega, Provincia de Alajuela, para construir la planta física del Colegio.    

I. Antecedentes y Justificaciones de su solicitud:

Como razones dadas para justificar la solicitud, nos indica las siguientes:

1) Que dicho terreno está ubicado en una zona institucional de acuerdo al Plan Regulador de la Municipalidad de Valverde Vega, alejado de caseríos y centros de población, y presentando condiciones óptimas para el desarrollo del proceso enseñanza-aprendizaje de los jóvenes. 

2) Que el valor del terreno es de veinte millones de colones (¢20.000.000) la hectárea.

3) Que según el estudio realizado por esa Junta en relación con otras ofertas presentadas, esta es la única que se ajusta a su presupuesto.

4) Que les urge contar con el terreno para construir la infraestructura educativa, puesto que para el curso lectivo del 2006 se atenderá una población estudiantil de 200 jóvenes aproximadamente, y hasta el momento no cuenta con una planta física adecuada para que ellos reciban un servicio educativo que les permita cumplir satisfactoriamente con la misión y visión de esa organización educativa.

5) Finalmente, y como complemento nos aporta copia del avalúo administrativo No.103-2005 de fecha 145 de noviembre del 2005, realizado por la Administración Tributaria de Alajuela del Ministerio de Hacienda al inmueble inscrito bajo el folio real 2-367431-000 propiedad de Compañía Cafetalera Sarchí S.A., y en el cual se determina que el valor total del inmueble es de  treinta millones cuarenta mil colones (¢30.040.000). 

II. Criterio de la División:

La adquisición de bienes inmuebles se encuentra regulada en el artículo 71 de la Ley de Contratación Administrativa, en los siguientes términos:

“Para adquirir bienes inmuebles, la Administración acudirá al procedimiento de licitación pública, salvo que use las facultades de expropiación o compra directa dispuestas en leyes especiales. Podrá adquirir por compra directa, previa autorización de la Contraloría General de la República, el inmueble que, por su ubicación, naturaleza, condiciones y situación, se determine como único propio para la finalidad propuesta.

Nunca podrá adquirirse un bien inmueble por un monto superior al fijado, en el avalúo, por el órgano administrativo especializado que se determinará reglamentariamente.” 

Como bien se indica en la norma transcrita, para que esta Contraloría General autorice la compra en forma directa de bienes inmuebles, la Administración interesada debe demostrar que el inmueble que se desea adquirir, por su ubicación, naturaleza, condiciones y situación, se configura como el único para la finalidad propuesta. 

Ahora bien, como justificaciones para adquirir el citado inmueble en particular, esa Junta Administrativa nos indica que dicho inmueble se ubica en una zona institucional de conformidad con el Plan Regulador de la Municipalidad, que presenta condiciones óptimas para el proceso de la enseñanza, y es la única oferta que se ajusta a su presupuesto.  

En este sentido, es criterio de este Despacho que las justificaciones dadas no son suficientes para considerar que en el presente caso esa Administración cumple con los requisitos y condiciones del artículo 71 de la citada Ley, ya que nada de ello descarta que puedan existir otros inmuebles en la zona que también reúnan las condiciones de ubicación, naturaleza y condiciones para el fin propuesto. En lo que respecta al presupuesto, conviene hacer notar que no se aportó ningún estudio de mercado que demuestre fehacientemente que de todos los inmuebles posibles para el fin propuesto el que se pretende adquirir es el de menor precio, ni ninguna certificación en la cual se demuestre cual es el presupuesto con el que cuenta esa Administración para realizar la compra.

En lo que respecta al precio a pagar por el inmueble, también conviene hacer notar que existe una contradicción entre la información aportada, ya que mientras en su oficio nos indica que el valor del terreno es de veinte millones de colones la hectárea, en una promesa de compra-venta suscrita por las partes el 6 de agosto del 2005, se acordó que el precio de la venta lo sería la suma de veinte millones de colones neto. 

Adicionalmente, y como otra justificación, nos manifiesta que a esa Junta le urge contar con un terreno para construir la infraestructura educativa, puesto que actualmente no cuentan con una planta física adecuada. Al respecto hemos de indicar que si bien este Despacho no cuestiona la necesidad de esa Administración de adquirir un inmueble para construir la infraestructura educativa del Colegio Experimental Bilingüe de Sarchí, es lo cierto que ello por si sólo no justifica en modo alguno apartarse del procedimiento de licitación  establecido en la Ley de Contratación Administrativa para estos efectos. En este sentido, el artículo 56 del Reglamento General de Juntas de Educación y Juntas Administrativas emitido mediante decreto No. 31024-MEP dispone lo siguiente:  

“Las Juntas, como personas de derecho público, podrán realizar toda clase de contrataciones administrativas para la consecución de sus fines con sujeción a lo preceptuado por la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos, la Ley de Contratación Administrativa y sus Reglamentos así como las disposiciones especiales contenidas en este Reglamento.” 

De conformidad con todo lo expuesto, nos vemos en la obligación de denegar la autorización de compra directa solicitada.

Atentamente,

Lic. Marco Vinicio Alvarado Quesada  



M.Sc. Celina Mejía Chavarría
Gerente Asociado
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